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PROCESO
ACCIÓN DE TUTELA.

RADICACION T-08001418902220220018801.
S.I.-Intemo: 2022-00032-H.

ACCIONANTE JOSE MARIO OLIVEROS LUG0 actuando en
nombre propio.

ACCIONADA SEGUROS DEL ESTADO S.A.

1.- OBJETO.

Procede  el  Juzgado  a  resolver  el  rec#rso  cJe  z.mp#g7mcz.ó#  presentado  por  la
accionada en contra de la sentencia fechada  11  de marzo de 2022, proferida

por el Juzgado Veintidós de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de
Barranquilla,  dentro  de  la  acción  de  tutela  instaurada  por  el  señor JOSE
MARI0  0LIVEROS  LUG0  actuando  en  nombre  propio  en  contra  de
SEGUROS  DEL  ESTAD0  S.A.,  a  fin  que  se  le  amparen  sus  derechos
fimdamentales   a   la   SEGURIDAD   SOCIAL,   PETICIÓN,   IGUALDAD,
DIGNIDAD    HUMANA,     SALUD,    INTEGRIDAD    FÍSICA,    DEBIDO
PROCESO y al MÍNIMO VITAL.

11. ANTECEDENTES.

El accionante invoca el amparo constitucional de la referencia, argumentando

que:

1.                 El  04  de  ei.ero  del  2022  suftí  un  accidenie  de  iránsiio  y f iui  llevado  por  urgencia  a  la  Clínica  Alios  de  San

vlcenie  S.a.S.

2.                 Los  médicos  iratantes  me  diagnosticaron.` I)  TRAUMA  EN  MUÑECA  IZQUIERDA,  2)  TRAUMA  EN  MANO

IZQUIERDA,   3)   FRACTURA   EN   TERCER   y   CUARTO   DEDO   METACARPIANO,   4)   CONTUSION   EN   RODILL4

lzQUIERDA'., enire oiras sec:uelas.

3.                Teniendo  en  cuenta  las  lesiones  que  suf rí,  es  imporianie  seña!ar,  que  soy  benef iciario  de  la  indemnizacíón  por
el arriparo de  lNCAF'ACIDAD  PERMANENTE  contenido  en  los Seguros Obligaiorios de daños corporales caiisados a las

personas en Accidentes  de Tránsiio - SOAT.  (Si  alguna de  las víciimas  [[egara a preseniar,  a causa  del  acciclenie, uria
incapacidad perrrianeiüe,  el  SOAT brinda cobertura  hasta  de  180  SMLDV),  ieniendo  en  cuenta  lo  aiües  mencionado,  se

puede  deducir que,  al  momenio  de  la ocurrencla del siniestro,  la compañía de SEGUROS  DEL ESTADO  S.A.  asumía  EL
RIESGO  DE  INVALIDEZ  descrito  eri  el  ariículo  41  de  Ía  Ley  100  de  1993,  modificado  por  e[  ar[ículo  142  del  Decreio

Ley  19 de  2012.

a)                Para  soliciiar  la  lndemización  por  [NCAPACIDAD  PERMANENTE,  la  compañia  sEGUROS  DEL  ESTADO

S.A.  requiero !os siguienies documen[os:

FURPEN:  Forrnulario lJnico de Reclamación.
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DICTAMEN   DE   CALIFICACIÓN   DE   PÉRDIDA   DE   CAPACIDAD   LABORAL:   En  firme   emanado   de   la

autoridad  compe[enie  de   acuerdo   a   lo   esiablecido   en  el   ar[ículo   142   del   Decreio-ley   019   de   2012,   en  e[  que  se

especifique el porcentaüe de pérdida de capacidad laboral.

Epicrisis o resumen cllnico de atención según corresponda.

b)                De  los  documentos  solici[ados  pÍ"  la  compañia  aseguradora,  e[  que  se  me  hace  imposibles  conseguir.  Es  el
DICTAMEN   DE   CALIFICACIÓN   DE   PÉRDIDA   DE   CAPACIDAD   LABORAL.   Hay  que  resaliar  que   las   entidades

encargadas de expedir esta  califiicación  en  primera  irisiancia según el   artículo  41  de  la  ley  100 de  1992  modifiicado  i)or

el artlculo  142 del  Decreto  lgde 20)2 son:

Accidente o enfierrriedad de origen común: empresa prestadora de sa[ud -EPS-.

Accidente o enfiermedad de origen laboral: adminisiradora de riesgoslaborales -ARIT`
Accidente   de   iránsiio:   LÁS   COMPAÑÍAS   DE   SEGUROS  QUE   ASUMAN   Elj  RIESGO   DE   INVALIDEZ  Y

MUEKTE  ( 1). (Póliza soai)

4.                E!  día  04  de  f iebrero  del  2022  presenié  un  derecho  de  petición  anie  la  Compañla  accionada  solicitnndo  la

califiicación de pérdida de capacidad  laboral  como consecuencia del  accidenie del  cual fiui  vlciima y anexando  todo  mi

hisiorial clínico  (incluyerido los resultados de los estudios especializados)

5.                 El día  l l  de f ebrero del 2022, SEGUROS DEL ESTADO S.A,  respondió  negativamenie mi i)etición.

6.                Su  señorla  ieniendo  en  cuenta  que   la  compañía  aseguradora  SE  NEC;O  a  realizarme  el   DICTAMEN  DE

CALIFICACIÓN  DE  PÉRDIDA  DE  CAPACIDAD  LABORAl. y que  además  ianíipoco  accedió a pagar  los  honorarios a la

junia  regional  de califiicación de invalidez del ailáriiico,  la única opción que  me queda seria i)agar de mi  bolsillo  la suma
de  1  SMMLV  es decir $  1.000`000 p(3sos, por coricepio de honorarios a la junta regiona[ de ca!ificación de irivalidez, para

que me puedan realizar la ca[ificación de mi perdida de la capacidad laboral.

7.                Señor  juez,   teniendo   en   cuerita   lo   anterior.   quiero   manifiestarle   que      vo   con   mis   padres   que   dependen

económicameiue  de  mí  y  ierigo  baüo  rni  responsabilidad  su  sosienimiento.  Que  recibo  aciualmenie  solamenie  el  pago  de

mis incapacidades,  pero  debo  gastar  para las  terapias y consultas  y  todo  debo  hacerlo  en  taxis,  porciue  aún  rio  puedo
movilizarme norrrialmente a causa de  las secuelas que aun padezco  por el  accidente de iránsiio.  Por ia[es mo{ivos, en esie

momento,  no cuen{o con el dinero  que  nw permita  pagar los honorarios correspondienies para que  la jLinia  regional  de
califiicación de inva[idez del  ailániic(), pueda calificarrrie y emitir diciamen de mi pérdida de capacidad laboral.

8.                 Su señoría.  además  de  lo anterior, quiero que tenga a consideración que ml  ecoiiomla actual es[á en crisis.  Esio

me  afiecta  a  mí,  y  por  consiguienie  a  todo  mi  núcleo fiamiliar.  También  quiero  rnanif;estarle  que  soy  el  sos{én  de  rni  de

hogar ial como se puede consiaiar en [a consulia de la base de datos única de|afi[iados al sisiema de seguridad social en
salud (anexo consulta) y mi núcleo ftmi[iar se cornpone i)or mi madre LILIANA  PATRICIA  LUGO CANTILLO (39 años ),

mi  padre  ABEL  CASTRO  MORALES  (38  años),  hermana  NELIAN  ESTHER  CASTRO  LUC;O  (11   años),  EMMANUElj

ANTONIO CASTRO  LUGO (años  I 3) y  MARIA  LILIANA  ORTIZ LUGO (23  años),  En  coriclusión, se me hace  muy  dificil

pagar!e  I  SMMW  a  la junui  regiorial  de  calificación  de  inva!idez  del  atlán[ico,  sin  qtie  se  vea  af;ectado  MI  DERECHO
AL  MiN]MO  VITAL.

9.                 l.a  respuesta  de  la  accioíiada  viola  el  precedenie  consti!ucional  establecido  por  [a  Corte  Cons[iiucional  en

Sentencia  T-003  del  2020  en  la  medida  en  que  "las  empresas  responsables  del  Seguro  Obligatorio  de  Accidentes  de
Tránsi[o

iienen  iambién  la carga legal de realizar, en primera oportunidad, el examen de pérdida de capacidad laboral y calificar
el grado de invalidez de quien realiza [a reclamación".

En  consecuencia,   solicitó   que  se  le  ordene  a  la  accionada  que  emita  la
calificación  de  pérdida  de  capacidad  laboral  por  las  secuelas  causadas  al
suscrito a raíz del accidente de tránsito ocurrido el día 04 de enero del 2022 y
en el evento que la misma, sea apelada por él o por la aseguradora y no cuente
con el equipo interdisciplinario deberá asumir el pago de los honorarios que le
correspondan  a  la Junt,a Regional  de  Calificación  de  lnvalidez  del  Atlántico

para lo de su competencia.
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111.- ACTUACIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

SICGMA

Cumplido el trámite de rigor concemiente a la admisión de la acción de tutela
mediante  auto  datado  02  de  marzo  de  2022  y  ordenó  la  vinculación  de  la
CLINICA ALTOS DE SAN VICENTE S.A.S. y a la SUPERINTENDENCIA
FINANCIERA DE COLOMBIA.

Posteriormente  a  través  de  providencia  del  10  de  marzo  de  esta  anualidad,
dispuso sobre la intervención de COOSALUD EPS y COLPENSIONES.

•   INFORME RENDID0 POR SEGUROS DEL ESTAD0 S.A.

Sostuvo  que, hasta el momento de la presentación de la acción de tutela, aun
no   se   había   formalizado   la   reclamación   del   amparo   de   la   incapacidad

pemanente del accionante.

Así  mismo,  reseñó  que  quien  debe  calificar  en  primera  medida,  la  eventual

pérdida laboral conforme al  artículo  142 del Decreto  19 de 2019, modificado
por  el  artículo  41   de  la  Ley  100  de  1993,  es  la  lnstitución  Prestadora  de
Servicios de Salud EPS y/o 1a administradora de fondos de pensiones a la cual
se encuentra afiliado el actor, tal y como lo prevé el Decreto 2463 de 2021.

•   INFORME      RENDID0      POR     LA      SUPERINTENDENCIA
FINANCIERA.

La  vinculada  refirió  que,  revisado  la  base  de  datos  de  su  entidad,  no  se
encontró   queja   o   reclamación   alguna  presentada  por   el   accionante,   con
relación a los hechos señalados en el escrito de tutela.

Igualmente, indicó que no le consta las situaciones acaecidas en el  desarrollo
de  su  relación  contractual  entre  las  partes,  más  aún  considerando  que  en
ningún momento  fúe mencionada en el  escrito de tutela, por lo  cual no  se le

puede atribuir vulneración alguna.

•   INFORME RENDIDO POR C00SALUD EPS.

La referida entidad prestadora de servicios de salud, reseño que actualmente el
accionante,  se  encuentra  afiliado  a  su  entidad  en  el  régimen  Contributivo
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como cotizante en el municipio de Manatí desde el 01/01/2016, y esta "activo"
en su base de datos intema de afiliados y en la del ADRES.

Continuó aludiendo que de acuerdo con el artículo  142 del Decreto  19 de 2012
1a   calificación   de   la   pérdida   de   la   Capacidad   laboral   le   corresponde   a
COLPENSIONES,  a  las  ARL,  a  las  Compañías  de  Seguros  que  asuman  el
riesgo de invalidez y muerte, y a las EPS, y en el evento que el interesado no
esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconfomiidad dentro
de los  10 días siguiente,`s y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales
de Calificación de lnvalidez del orden regional dentro de los 5 días siguientes,
cuya   decisión   será   apelable   ante   la   Junta   Nacional   de   Calificación   de
lnvalidez, la cual decidírá en un témino de 5 días.

Afimó  que luego  del análisis de fondo del  asunto,  se estableció que el actor
no ha presentado ante su entidad, no ha radicado incapacidades, tal y como lo
indica la noma.

Finalmente,   según  la  historia  clínica  allegada,   se  indica  que  el   vehículo
comprometido   con   el   accidente,   estaba   asegurado   con   SEGUROS   DEL
ESTADO, por lo cual esa entidad tiene la obligación de asumir la calificación
de   pérdida   de   capacídad   laboral   y   eventualmente   pagar   los   honoraros
correspondientes  ante  la  Junta  Regional  de  Calificación  de  lnvalidez  del
Atlántico.

Los    demás    vinculadc)s    guardaron    silencio     o    contestaron    de    fomia
extemporánea.

IV. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

EI  A-quo,  mediante  sentencia de fecha  1 1  de marzo  de 2022,  se concedió  el
amparo solicitado, aduciendo que:

" ...Del análisis del material demosii.ativci adosado,  es claro que JOSE  MARIO OLIVEROS  LUGO, sufrió un accidenie de

tránsiio  en  fecha  04   de  enero  del   2022,   e[  cua[   le  ocasionó  erüre  oiros   los  siguienies  diagnósiicos:   TRAUMA   EN

MUÑECA     IZQUIERDA,    TRAUM.4     EN     MANO     IZQUIERDA.     FRACTURA     EN    TERCER    y    CUARTO     DEDO

METACARPJANO, y CONTUSION  EN  RODILLA  IZQUJERDA.  enire  otras seciielas;  de cuyas secue!as aún se encuen{ra

padeciendo  según  se  aprecian  en  las  hisiorias  clínicas  adjuntas,  por  lo  que  requiere  de  su  valoración  para  que  se
deiei.rnine  su  pérdida  de  capacidad  laboral  (PCL),  requiriendo  que  la  entidad  aseguradora  SEGUROS  DEL  ESTADO
S.A„   ef;eciLié   la   valoración  de  primera   opor[unidad  para   deteiminar  su   PCL  o   en  caso   que   no   cuente   un   equipo
inierdisciplinario  de  calificación  d€  invalidez,  SEGUROS  DEL  ESTADO  S.A.  asuma  el  pago  de  los  honorarios  que  le

correspori(Ien a la Junta Regional di. Calificación de lnvalidez del Atlániico para lo de su competencia.

No  obsiante,  al  descorrer  el  tras[ado  SEGUROS  DEL  E:STADO  S.A„  manif;estó  que  quien  debe  califiicar  en  primera

oporiunidud,  [a  eveniual  pérdida  d`z  capacidad  laboral  del  afectado,  conforme  a  lo  esiab[ecido  por  el  ariículo  142  del
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decreto   19  de  2019  el  cual  mod.ifico  e[  artículo  41   de  la  ley  100  de   1993,  es  la  lnsiiiución  presiadoras  de  servicios  de

salud  EPS y/o  la adminisiradora de jbndos de  pensión,  a  la cual  se  encueníre afii[iado  el afieciado, conf;orme  además  lo
señalado  por el  Decre[c)  2463  de  2001,  y  que  los  honorarios  de  las juntas  de  califiicación  de  invalidez u  oiros  gasios  en

que pueda incurrir iina víciima de accidenie de iránsiio, para la obiención de! diciamen de pérdida de capacidad laboral,
no esián comi)rendiclos en la coberiui.a de iricapacidad permanen[e del SOAT.

Como  consecuencia  de  lo  ariierior,  el  señor  JOSE  MARIO  OLIVEROS  LUGO  inierpuso  acción  de  iiitela  e  invocó  la

proiección de sus derechos fiindamentales a la seguridad social, derecho de peiición,  igualdad,  dignidad  humana, salud,
iniegr[dad flsica, debido proceso y al minimo viial . „ " .

"„.Nóiese  que  en   los   hechos   7°  y   8°   de   la  acción  de   iuiela,  el  accionante  indica  que   rio  cueriia  con   los  recursos

ecoriómicos  necesarios  para  pagar  los  honorarios  anticipados que  le  corresponden a la Jun[a  Regiona!  de Califiicación
de  lnva!idez del  Atlániico por concepio de calificacióyi de  pérdida de  capa!:idacl  laboral, y  lo  que  recibe a duras  penas  le  i

alcanza para subsisiir y su fami[ia.

No  obstante,  si  bieri  es  procedenie  que  la  accionada  SEGUROS  DEL  ESTADO  S.A.  sufrague  los  costos  por  concepto  de

honorarios de  la junta regional de calificación de  inva|idez,  no se obsewa en el acervo probaiorio, que el accionanie ya
haya sido valorado en primera opor[unidad por la pérdida de capacidad laboral. esiando esia obligación a cargo de  las

cornpañías de seguros, acorde a lo preceptuado en la Seniencia T-0003 de 2020 que expresa:

"Luego  de una serie  de  consideraciones,  la Corie  precisó que  según lo  establece el  arilculo 41  de  la  Ley  100 de  1993,  le

corresporidía en primera insiancia a  la empresa aseguradora del Soai llevar a cabo  la práciica del dictamen de pérdida

de capacidad  laboral.  Dicho ariículo esiablece:

"Ariículo 41.  Califiicación del esiado de invalidez`  ( „.)

Corresponde  („.)  a  las  Compañías  de  Seguros  que  asuman  el  riesgo  de  iwalidez  y  muerie,  (...)  deierminar  en  una

primera oportunidad  la pérdida de capacidad  laboral y  calificar el  grado de inva[idez ( „.).  En caso  de  que el  interesado
no  esté  de  acuerdo  con   la  ca[iftcación  (...)   la  en[idad  deberá  remiiirlo  a  las  Juntas   Regionales  de  Califiicación  de

lnvalidez del orden regional  ( ...)".

Para lo cual, !a Corie precisó:
"(...)  Le[s]  corresponde a  las  adminisiradoras  de fondos de  pensiories,  a  las  administradoras  de  riesgos  laborales.  a  [as

compañías de seguros que asumaii e[  riesgo de invalidez y muerte y a las entidades promotoras de salud,  reali2ar en una

i)rimera oporiunidad,  el  dictamen  de  pérdida de capacidad  laboral  y  ca!ifiicar  el  grado  de  invalidez.  En caso de  exisiir
inconformidad del interesado,  la entidad deberá solicitar a la Juriia Regional de Califiicación de  Ínvalidez la revisión del
caso. decisión que será ape!able arite la Junta Nacional  de Calificación de  lnvalidez...".
" ...lA práciica del dictamen para deierminar la i)érdida de capacidad laboral, le corresi)onde a la eníidad encargada de

asumir, en primera insiancia, los gastos de uria persona que haya sufrido un accidente"
IÁi  práctica  del  diciamen  para  deierrriinar  la  pérdida  de  capacidad  laboral.  le  corresponde  a  la  eniidad  encargada  de

asumir, en primera insiancia, [os gastos de una persona que haya sufrido un accidenie.
Segíin  el  origen  del  accideiue  o  erifermedad,  la  califiicación  de  pérdida  de  cai)acidad  laboral  les  corresi)onde  a  las

siguientes entidades:

Accidenie o erifiermedad de origen común: empresa presiadora de salud -EPS-.

Accidenle o enfermedad de origen laboral: adminis[radora de riesgos laborales -ARIT.
Accidente de tránsi{o:  compañía de seguro de Soat.

En  el  caso  de  que  [a persoiui  que  haya  sufrido  el  accidenie  o  i)adezca  la enfermedad  no  se  encuentre  de  acuerdo  con  el

porceniaye  de  pérdida  de  capacidad  laboral  oiorgado  por  la  eniidad,  debe  solicitar  la  remisión  de  su  caso  a  la junta
regional de califiicacióri de invalidez.".  (subrayado y negrillas fiiera de texio).

En consecuencia. para el caso que nos ocupa, de acuerdo a los precedentes consign<idos a fin de garaniizar los derechos

fiundamentales   del   señor  JOSE   MARIO   OLIVEROS   LUGO,   se   concederá   el   resguardo   pedido,   eniendiéndose   que
SEGUROS  DEL ESTADO S.A., deberá e.ííec!uar [a práciica de[ dic[amen de pérdida de  capacidad  laboral del  accionarite,

en primera insiancia, en e! iérmino de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de [a rioiifiicación de esie proveído, y
en caso de que esie no esié de acuerdo al porcentaje oiorgado en esta insiancia, se oi.denará a [a eniidad SEC;UROS DEL

ESTADO S.A., a cancelar los lu}norarios de la Junia Regional de Calificación de lnvalidez de! Ailántico para la remisión
de[ expediente del accicinanie JOSE  MARJO OLIVEROS  LUC;O.

V. IMPUGNACIÓN Y SUS FUNDAMENTOS

CaTarrera44No.38-11EdíficioBancoPopularPíso4°
Tel.  3703373 www.ramaiudicial.gov.co
CcorTeoElectrónico:cctol6ba@cendoj.ramajudicial.gov.co



",     RamajudiciaL

Consejo Superior de la Judicatura

República de Co]ombia

Consejo Superior de la Judicatura.
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico.

JUZGAD0 DIECISEIS CIVIL DEL CIRCUITO

SICGMA
DE BARRANQUILLA.

T- 0800141890222022001880 l .
S.I.- Intemo: 2022-00032-H.
La   accionada,   impugnó   el   fallo   de   tutela,   allegando   algunos   conceptos
emitidos por el Ministerio de salud y la Superintendencia Financiera.

Igualmente,  a  través  del  memorial  del   16  de  marzo  de  2021,  accionante
acreditó  el  cumplimiento  del  fallo  de  instancia,  como  quiera  que  acreditó  el

pago de los honorarios de lajunta de calificación de invalidez.

VI. PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

La   czca.Órt   c!e   tttteza  consagrada   en   el   artículo   86   de   la   Constitución
Política,  y  reglamenta(1a  por  los  Decretos  2591  de  1991,  306  de  1992  y
1382  de  2000,  es  un  mecanismo  procesal  complementario,  específico  y
directo   con   el   que   cuentan   los   coasociados   para   la   pronta  y   eficaz
protección judicial de ]os derechos constitucionales fundamentales que en
una  determinada  situación  jurídica  se  vean  seriamente  amenazados  o
vulnerados.  -

Es  un  medio  específico,  porque  se  contrae  a  la  protección  inmediata  de
tales derechos cuando quiera que éstos se vean afectados de modo actual
e inminente.  Es  suplementario,  porque  su procedencia está supeditada a
que  no  exista  otro  mecanismo  legal  con  el  cual  se  pueda  conjurar  esa
amenaza  o,  existiend(),  la  inminencia  del  daño  no  permite  mecanismo
distinto   a   dicha   acción   por   evidenciarse   que   de   no   actuarse   con
inmediatez,  aquél  se  tornaría irreparable,  es  decir,  la acción  de  tutela es
una  herramienta  st/prci  Zegczz,  que  ha  sido  instituida  para  dar  solución
eficiente a situaciones de hecho generadas por acciones u omisiones de las
autoridades    públicas    o    particulares,    en    los    casos    expresamente
señalados.-

En concordancia con 1o dispuesto en la Constitución Nacional y el Decreto
2591  de  1991,  el  señor  úOSE  MARIO  OLIVEROS  LUGO  quien  actúa  en
nombre   propio,   solicjtó   el   amparo   a   sus   derechos   fundamentales   en
atención  a la negaciórL  emitida por la accionada SEGUROS  DEL ESTADO
S.A.,  de  realizar  la  calificación  de  la  pérdida  de  capacidad  laboral  y  a
cancelar ante la Junta. Regional de Calificación de lnvalidez los costos que
requieren la práctica del dictamen al respecto, con fundamento en la Póliza
de  Seguros  No.   15541400002120  expedida  por  la  compañía  de  seguros
accionada, con ocasión de un presunto accidente de tránsito acontecido el
día 04 de enero del 2022.
De otra parte,  la Compañía de  Seguros  negó la solicitud referida a través
de la misiva del  11  de febrero de 2022, ya que le informó al tutelante que:
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De  1o  an[enor  se  clesprende.  que  la  calificación  en  primera  oportunidad  es  competencia  de  las
entidades que expresamente indica la riorma, dentro cle las cuales no se enciientran Aseguradoras
como  La  3uscnta;  si  bén  es  clerto  la  disposk*Ón  nomativa  ha(»  referencia  a  ~Compañi-z±g  de
SegurosB como ente  calmc.ador.  se  refieíe  a  aquellas Aseguradoias  de  ros. llaiTiados  mseguros
Previsionales".  es  decir  aquena§  8seguradoías  qus  ofrecon  un  §eguro  que  gaíant]zan  a  kis
Administíadoías de Riesgos Laborales -ARL-y Admimstradoías cle Fondo de Pensmnes -AFP.
el psgo de los nesgos pensionales a csrgo cle estas.

De acuerdo con lo señalado en el numersl sntorior le coírosponde al afectado, oblerier a través
de la EPsr su valoíscw)n y con ello ÍonTializar srke la Aseguradora la reclamación pr lnmpacidaci
Permanerite

Es  importante  mencionaT.  que  para  la  valoíación  de  las víctimas  de  arienle  de  tránsilQ  que
preteiidsn el cobro indemnizatorio por lncapacid®ü Pemanenb, se debe solicitar ki Calificsción
de lm/andez ante el enle competon© como -COLPENS®NES-, a las Adm]riistradoras de Riesgos
Labc)rales - ARL-, a las Compañi'as de Seguros que a5uman el iiesgo de invalidez y muerte y a
las Entidades Promotoras c}e SahJd EPS". dentno de los 18 mes€s contados a partir de la fecha del
evento, de acuerdo a lo estipulado on el Artíciilo 2 61  4 2 9 del Decr®to 780 de 2016

En  consecuencia y dado ciue su reclamación,  eri cor}dmíón de sfectado.  no reúne los  requ.sitos
documemales de scuerdQ a lo estst*ecido en ka noíma psía úemostrar la pérdida definitíva de ls
capac(dacl  latmía¡,  ni  la  cusntía  de  la  pcEible  indemnización  por  el  ampaio  de  lncapacidad
Permaneíite, Seguros del Estado S A  objeta la recJamación lormulada

Esta obieción la siiscnbe el Asesc" Juriclico SOAT Sir`iestro's. en vir[ud del poder otorgado por el
Representante Legal de Seguros del Estado S.A_` mediar`te Escntura Públu3a No  4841  del 01  de
nomembre de 2019 de la  Notaria  13 de Bogotá D C.,  clebtdamente  Íegisu.ada en  ki  Cámara  de
Comercio de Bogotá. D C

SICGMA

Conforme    a   los    argumentos    esbozados    por   los    sujetos   procesales
intervinientes  en  esta  actuación  constitucional  y  el  acervo  probatorio
reseñado,  el  problema jurídico  planteado  se  circunscribe  a determinar  si
esta   agencia  judicial   confirma,   modifica   o   revoca   el   fállo   de   tutela
calendado  11  de  marzo  de  2022  proferida por el JUZGADO VEINTIDóS
DE      PEQUEÑAS      CAUSAS      Y      COMPETENCIA      MÚLTIPIE      DE
BAR~QUILLA.

En lo concerniente a la controversia suscitada por las partes intervinientes
referente al cumplimiento de las obligaciones contenidas en el contrato de
seguro,  en  particular  a  que  SEGUROS  DEL  ESTAD0   S.A.,   realice  los
exámenes  para  determinar  la  pérdida  de  capacidad  laboral  y  sufrage  el
costo  del  dictamen  al  respecto  ante  la Junta  Regional  de  Calificación  de
lnvalidez del Atlántico.  Es preciso determinar,  si resulta viable absolverlo
en  sede de tutela,  para lo cual es preciso traer a colación lo conceptuado
por la  Corte  Suprema de  Justicia -  Sala de  Casación  Civil,  sobre  lo  que
entiende como contra.to de seg\iros.. "(. . .) en uirtucl del cual una persona -el
asegurador- se obliga a carrLbio de una prestación r.ecuntaria cierta aue

nEÍEm",   dertirose   denornina
ocurrencia de

W

de   l,os   límiles   paclados   g   an±e   ]g
un acontec€rrti_e_"±o ir.cterto cuuo riesao ha sido ob[eto

de cobertura a indernntzar at "ase
a satls

urado„
wer un ca

l,os daños su_fridos o, dado
ttai o una renta"i (Subrayado y negrilla por

fuera del texto).

Dentro   de   las   modalidades   de   contrato   de   seguros,   para   efectos   de
resolución del conflicto tutelar planteado, es preciso referirnos al concepto
y   alcance   de   la   póliza   del   Seguro   Obligatorio   por   Daños   Corporales
Causados a las Personas en Accidentes de Tránsito -SOAT-, en ese sentido
los numerales  1° y 2° del Art.  192 del Decreto 663 de  1993 exponen:

'  Sentencia del 24  dc enero de  1994,
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" 1.  Obugatoriedad. Pa.Ta trcmsí±ar por et territorio nacional todo uemcmlo

automotor  debe  estar  amparado  por  un  seguro  obügatorio  uigert±e  que
c:ubra los dc[ños cor:poirales que se causen a las persorLas en accj,dertfes de
trá,nsüo.  Qruedan comprendidos deníro de l,o preuisto por este "umeraz los
automotores ex±ranjeros en trá,nstio por ez terrüori,o rLacj,ona,l.

Las  e"tidades  a.seguradoras  a que se refiere el crrticml;o |9§ mmera,11o.
del prese"fe estafiito estcLrá,n obtigadas a otorgar este seguro.

2.  Funetón soctal det seguro. E;1 segiJ.ro obtigci±orio de claños corporales
que se causen en acx=i.deTúes de trá,nstio tierLe los siguientes objetiuos:

a.   Chibri:T   l.a   i"Lierte   o   l,os   daños   corporales  fisicos   causados   a  las
personas;   1,os   gastos   qiJ.e   se   deban   s:ufragaT   por   cL±erLción   médica,
quirúrgica,   fia:rmacéutica,    hospitazaria,    incapacidad   permcmert±e;    1,os
gastos furLercLrios g lc)s ocastonados por ez trcmsporte de Zas uíctimas a Zas
erúidades del sector salud;

b. La a±ención de toclas las uícfimas de l.os accidentes de tránsito, i;ncluso
1,as   de   cc[usados   por   uerúcul,os   autorri,o±ores   rLo   asegurados   o   no
ide"±ificados, comprendierLclo al conductor dez uehícuzo respecfiuo;

c.  Corúribui;T  al  fiortaleciriento  de  l,a  infraest"cíura  de  urgencias  del
sistema naciorLaz de salud, g

d.  La  profijndización  g  difi),sión  del  seguro  Tnedicmbe  la  operación  dez
sistema  de  seguro  obligatorio  de  acciderL±es  de  trá,nstio  por  erúidades
aseguradoras  que  atiendan  de  manera  resporLsable  g   oportuna  sus
obligaciones..."

Se  subsume  de  las  chsposiciones  citadas,  que  el  Segttro  Ob!Ígczton.o  por
Accicze7Úes de  77úns#o -SOAT-,  cumple  una función  social y contribuye  al
fortalecirniento de la infraestructura de urgencias del Sistema Nacional de
Salud. No obstante, la  actividad aseguradora en los términos del literal "d"
del  numeral   19  del  Art.   150  de  la  Constitución  Nacional  es  de   "Íncerés
púbzico",  por  lo  cual  el  Alto  Tribunal  Constitucional  ha  señalado  que  la
relación  contractual  cn  materia  de  seguros  se  encuentra  limitada  a  los
intereses constitucionales y en principio los conflictos que encuentran  su
génesis   en   el   contrato   de   seguro   deben   tramitarse   ante   los  jueces
ordinarios y de manera excepcional resulta viable el amparo constitucional
cuando medie la vulneracióri de los dereGhos fundamentales del ciudadano
o este se encuentre expuesto a un perjuicio irremediable.

"(...)  Bn  ese  sert±ido,  de  rnarLera  genera,1,  la  tutel.a  resut±a  Ímprocede"Íe

para   di,rimi;r   as:urúos   cugo   eje    se    corúrcriga   a   urLa   tnconfiorTn:idad
contractual.    Si;n   embargo,   Za.   exc:epción   se   presenta   cmcmdo   corL   Za
si:mación se aenere una c\fiec±ación a tas aarantias _fundamert±al!es
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de  un  ciudadano   o   to   exDonaa  a  un  Deriulcio  i:rremedic.bte
oporturridad   en   l.a   que   el  juez   consti.mcional dg4be  detemlnar Za
|donddad w .ftcada de lo. ot". miedlo. die djef;teii.a db - a beu
czmtn.rtancta. fmrtlct¢Zan. ai.c anronz]a Za oe7-omL . . ' (Subrayado y
negrilla por Íüera del texto).

Estableciéndose  entonces,  que  si  es  procedente  la  acción  de  tutela  en
contra   de   las   compañías   aseguradoras   para   resolver   controversias
originadas   en   contrato   de    seguros,    pero   de   "mcznem   excepcional",
debiéndose  entonces  dilucidar  esta  operadora judicial,  si  las  alegaciones
formuladas   por   el   apoderado  judicial   del   tutelante   cumplen   con   el
presupuesto de estar expuesto a un peijuicio irremediable que menoscabe
los  derechos  constitucionales  invocados.  En  ese  sentido  el  numeral  1  del
Art.  6 del Decreto 2591  de  1991  señala:

"ARTICulio 6°-  Causales  de  improcedencia  de  la  tuteza.  La  accj;Ón  de

tutel,a rLo procederá:

1.  Cuando  existarL  otros  recursos  o  medios  de  defiensa judiciales,  sal.uo
que   aquélla   se   utilice   comD   meccmismo   tra.nsílorio   Bara   e{}i:±¢[r   un
periuicio irremedlabte.  La existencia de dichos medios será apreciada
en cx)rLcreío, erL cuarúo a su eficacia, alendiendo las ciTcunstanci,as erL que
se erLc.iÁe7ttrci ez soZ¿cí€cink. . . " (Subrayado y negrilla por füera del texto).

La  máxima  Corporación  Constitucional  en  providencia  T458  de   1994
expuso los alcances del peijuicio irremediable así:

"(...)  La  irremediabuldad  det  periuici.o,  imphca  que  tas  cosas  no
Duedan  retomar  a  su  estado  an±erior.  u  aue  sóto  pueda  ser
i"ocada ara  souci.tar  al ta  concestón  de Za  tztteza  como"mecankmo  trcmst:±orio"  u  no  como _fiauo  de_ñrúüi]o.  ga que  éste  se
reserua a la dec:i,sión del juez o tribunal competente.  Es decir,  se tra,±a de
un   rerrLed¿o   ternporal _firen±e   a   una   aetuación   arbi±raria   de
c.u±ori.dad  Dúbl;ica.  iTrierLtras  se  resuet:i]e  de _fondo  el asu"±o  Dor el
riez competente. . . " (Subrayado y negrilla por fuera del texto).

Bajo  el  anterior  entendido,  la jurisprudencia  constitucional  ha  señalado
que  pa.ra  deter"inar  la  ``irTemedialidac±  clel  perjuicío"  deben  concurrir
varios elementos que estructuran la precitada definición,  tales  son:  (i)  La
inminencia el perjuicio;  (ii)  Ia urgencia de las medidas a adoptar;  (iii)  EI
perjuicio  debe  ser grave  y  (iv)  la  impostergabilidad  del  amparo  tutelar.
En  ese  sentido  la  Corte  Constitucional  en  providencia  T-225  de   1993
explica los elementos citados:

"(...)  Para deterrrincLr  l.a tiTemediabilidad  del perjuicio  hcLg  que tener  en

cuenta  l.a presencia  concurren±e  de  uarios  elementos  que  configurcLn  su
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estructura,  como  ta t"r.:Inenc€a.  aue  exlae  rnedidas i":media:€as,  la
uraenc€a aue tiei±±el su]e¢o de derecho Dor saur de ese periuLcio
tnminenti rcwedad  de   los  hechos que   hace   euiderúe  la
±timabludad de la tutela como mi.eanlmo ni-mrio pan la
_oiotdón     trmi.d±a.a     d.     lo.     die"cho.     conmtuc\onales
fur.darner.mtes.  La concurrencia de los el,errLentos mencionados pone de
retieue la necesidad de eons€derar la sifiLactón fiáctica aue l.eattirr.a
Za   accíón   de   tztteza como   meccmismo   trcLnstiori.o   g   corrLo   Trtedida

precautelatiua    para     garantizaT     la    protecc¿ón     de     l.os     derechos
fiJ.ndamerLtales  que  se  lesi;oncm  o  que  se  encuerL±rcm  aTrLenazados.   Con
respec±o al térmrio "ami.na=a" .. eon~1im±e manu.star q-Li. no x
trc\ta de ta stmpte i.osíbuidad de tesión. s€no de l;a orobabtudad de
su_frir  un  \nal  ii.reparable  u  arcwe  de  manera  iniustifticada.   La
amenaza  requiere  urL  rririmo  de  euidencia  ftclica,  de  suerte  que  sea
razorLabze  pensar  en  la  real;izaciórL  del  daño  o  menoscabo  rrLaterial  o
morciz. . . " (Subrayado y negrilla por fuera del texto).

En   ese   sentido,   confrontado   el   material   probatorio   recaudado   en   el
proceso con la antecedente jurisprudencial citado,  se  concluye que no  se
encuentran  estructurados  en  esta  sede   tutelar    la  confluencia  de  los
requisitos de inminencia, urgencia, gravedad e impostergabilidad exigidos
por  la  doctrina  constitucional   indicativos   que   el   señor  UOSB  MARIO
OLIVEROS LUGO  está sometido,  sin la intervención del presente amparo
constitucional  a  un  "j?erjL¿i.cÍo  [.77emeczíczb!e".  Si  bien,  el  accionante  arirma
que su familia depende de él y que ni puede asumir los costos de trasporte
para   su  tratamiento,   pero   no   aparece   probado   en   sede   de   tutela  la
carencia de ingresos por parte del accionante u otros familiares, que no le
permitan  suplir  las  ]iecesidades  básicas  de   su  grupo  familiar  y  si  se
encuentra afectado el mínimo vital de él y su familia.  Es preciso recordar
que el mínimo vital es considerado como:  "/.../ Zci orción de tn resos
1e Derrrúten a una persona _ñnanciar sus necesidades básicas y, en
ci;ertas ocasiones, bas de sm corrLo son la azímentación, Za viuienda,
ez  uestido,  el  acceso  a los  servicios  públicos  domicitiarios,  la  a±ención  en
salud y otras prerrogativas uinculadas con l,a congrua subsistencia...", no
observándose por tanto que la parte actora haya demostrado cuantitativa
o cualitativamente la concurrencia de afectación al mínimo vital invocada,
ni  se  percibe  que  con  el  pago  de  las  sumas  dinerarias  con  motivo  del
SOAT,   se   esté   evitando   alguna   urgencia   por   parte   del   núcleo   del
accionante.   Es  patente   recordar  que   los   hechos  esbozados  por  quien
promueve    este    mecanismo    constitucional    deben    hallarse    probados
siquiera sumariamente,  en aras de  que  el operador judicial  pueda inferir
con certeza la verdad material fundamento del fallo de tutela, con atención
al  principio   "onus  probcznc!i  i.nc"mbít  cicfo7i"  en  el  cual  la  carga  de  la
prueba incumbe al actor, la Corte Constitucional en providencia T-571  de
20+5 expone..  `Ast quiim preteTLda .1 amoaro de un de"ho `nmdatnmtal
debe demostrar tos hechos en aue se _funda su pretertsión, a fim de que l,a
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deterrrinación del juez, obedezca a l.a certeza g coni)i.cción de que se ha uiolado
o  cime7icizczc!o  e¿  czerecho..."  (Subrayado  y  negrilla  por  fuera  del  texto).  Por  lo
cual,  ante  la  carencia  del  perjuicio  irremediable  y  afectación  al  derecho
fundamental  al  mínimo vital,  no  se  cumplen  los  requisitos  excepcionales
de  procedencia de  la acción de  tutela para absolver conflictos  suscitados
en el contrato de seguros.

En  atención  a  lo  anteriormente  expuesto,  esta  agencia judicial  revocará
integralmente el fallo de tutela impugnado y en consecuencia de declarará
su  improcedencia.  Se  insiste,  el  recurso  de  amparo es un  mecanismo  de
orden constitucional residual y subsidiario para la defensa de los derechos
fundamentales,  pudiendo el actor acudir a los mecanismos ordinarios de
defensa,    en   aras   de   debatir   las   controversias    suscitadas   en    sede
constitucional.

Así  las  cosas,  el  JUZGADO  DIECISÉIS  CIVIL  DEL  CIRCUIT0  DE
BARRANQUILLA, administrando justicia en nombre de la República y por
autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO:  REVOCAR  la  sentencia  calendada 11   de  marzo  de  2022,

proferida  por  el  Juzgado  Veintidós  de  Pequeñas  Causas  y  Competencia
Múltiple  de  Barranquilla,  dentro  de  la  acción  de  tutela  instaurada  por  el
señor JOSE  MARIO  OLIVEROS  LUGO  actuando  en  nombre  propio  en
contra de SEGUROS DEL ESTADO S.A., y en su lugar, denegará el amparo
constitucional solicitado por improcedente.

SEGUNDO: Notifiquese esta sentencia a las partes en la foma más expedita,

y comuníquese esta decisión al A-quo.-

TTERCERO: Dentro del término legalmente establecido para ello, remi'tase el
expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. -
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